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Resumen 
La contratación a través de la figura de outsourcing en las entidades públicas es una 
herramienta que ha adquirido relevancia en los últimos años y ha logrado cambiar las 
relaciones laborales, en el ámbito de la contratación. Lo anterior, genera una serie de 
beneficios para las entidades públicas teniendo en cuenta que no existe como tal una 
relación laboral en esta figura de contratación, y se logra obtener la realización de una 
actividad operativa necesaria para el cumplimiento de las funciones de la entidad. No 
obstante, esta forma de contratación presenta una serie de ventajas y desventajas en el 
ámbito de la función pública, que serán abordadas a través del presente artículo de 
reflexión. En este sentido, en primer lugar, se abordará la definición y características de los 
contratos de outsourcing a partir de lo señalado en la doctrina y jurisprudencia, para luego 
entrar a analizar los conceptos de tercerización e inmediación laboral e identificar las 
diferencias que existen entre estas figuras. Finalmente se analizarán una serie de decisiones 
del Consejo de Estado sobre las figuras mencionadas anteriormente, y se procederá a 
desarrollar las conclusiones sobre las ventajas y desventajas de la contratación de 
outsourcing en las entidades públicas identificadas a partir del desarrollo del presente 
artículo de reflexión.  
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The hiring through the figure of outsourcing in public entities is a tool that has acquired 
relevance in recent years and has managed to change labor relations in the field of 
recruitment. The foregoing generates a series of benefits for public entities considering that 
there is no such employment relationship in this figure of hiring, and it is possible to obtain 
the completion of an operational activity necessary for the fulfillment of the functions of 
the entity. However, this form of hiring presents a series of advantages and disadvantages 
in the field of public service, which will be addressed through this article of reflection. In 
this sense, firstly, the definition and characteristics of outsourcing contracts will be 
addressed from the point of view of the doctrine and jurisprudence, to later analyze the 
concepts of outsourcing and labor immediacy and identify the differences that exist 
between these figures. Finally, a series of decisions of the State Council on the figures will 
be analyzed, and the conclusions on the advantages and disadvantages of contracting 
outsourcing will be developed in the public entities identified from the development of this 
article of reflection 
Key words: Labor Law, Outsourcing, Labor Outsourcing, Labor Intermediation, Public 
Entities, Labor Legislation. 
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La contratación de personal a través de los denominados outsourcing hace una marcada 
presencia en la actualidad en las entidades públicas, esta figura que cuenta con detractores y 
simpatizantes ya que si bien genera unas ventajas para las entidades públicas; genera una 
subcontratación que no permite continuidad en el personal y puede vulnerar garantías 
laborales. Lo anterior, teniendo en cuenta que establece obligaciones que se encuentran 
dentro del marco de un contrato totalmente diferente a aquellas que surgen de una relación 
laboral. 
Como lo indica Ostau de Lafont de León (2015) resulta relevante explorar sobre las 
características del contrato de Outsourcing; ya que no puede considerarse e igualarse a las 
obligaciones y la relación contraída con el  contratista independiente; ya que si bien este 
también presta servicios en beneficio de un tercero por un precio determinado, asumiendo 
los riesgos de su actividad, y empleando sus propios medios, existe de por medio una 
empresa u organización quien está a cargo de garantizar el cumplimiento de la obligación y 
para esto podrá disponer del personal que considere idóneo.  
Así entonces, el outsourcing, hace referencia a la externalización de funciones que se 
ejecutan en la entidad pública, pero que no son esenciales para su actividad, tema que 
genera una gran controversia, ya que no es fácil separar las actividades operativas de 
aquellas que se consideran principales en desarrollo de la función pública (Garcés, 2014).  
Es necesario resaltar, que los Outsourcing son la respuesta a diversas crisis que se presentan 
frente a la vinculación laboral genérica en las entidades públicas, por esta razón se hizo 
necesario buscar nuevas alternativas para atender las necesidades que surgen en el 
desarrollo de las funciones de la entidad (Sánchez, 2010).  
Resulta pertinente en razón de lo anterior, realizar una análisis sobre las figuras de 
intermediación laboral en la administración pública colombiana, especialmente sobre la 
figura de contratación a través de outsourcing de acuerdo a lo dispuesto por el Consejo de 
Estado a través de su jurisprudencia, para lo cual se realizara una investigación a partir de 
una metodología de análisis, síntesis que busca responder a la siguiente pregunta de 
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investigación ¿Es posible que las entidades públicas en Colombia realicen contratos bajo  
las figuras de intermediación, tercerización y Outsourcing para el cumplimiento de sus 
funciones? 
Este artículo de reflexión tiene como objetivo principal analizar las figuras de 
intermediación, tercerización y outsourcing laboral en el derecho colombiano y sus efectos 
en el marco de los derechos laborales de los trabajadores en Colombia. Para lo cual se 
utilizó la metodología de tipo análisis síntesis, que utiliza como fuentes primarias artículos 
de investigación publicados en revistas indexadas y jurisprudencia sobre el tema.  
1. Contrato de Outsourcing en el derecho colombiano. 
Los contratos de outsourcing se definen por Echaiz (2008) como una figura de vinculación 
o subcontratación de una organización o empresa que provee una serie de servicios de tipo 
operativo para las entidades públicas, generando una externalización de actividades en las 
entidades públicas que se realiza a través de un grupo de personas naturales subcontratadas 
por la empresa u organización quien resulte ser la entidad seleccionada dentro del proceso 
de contratación realizado por la entidad pública  
Este tipo de contratación en la actualidad es de uso común tanto en el sector público y en el 
sector privado, teniendo en cuenta que representa un alivio en la carga prestacional que 
tiene entidad contratante respecto del trabajador que realiza la función asignada al 
outsourcing, ya que es la empresa quien debe asumir este tipo de obligaciones con la 
persona que presta de manera personal la función.  
En otras palabras, se ha indicado respecto de esta figura contractual lo siguiente: 
El contrato de outsourcing en general responde a toda una tendencia vinculada a la 
reorganización de las grandes organizaciones a nivel mundial (procesos de 
reingeniería organizacional), entendiéndose que las mismas deben concentrar sus 
esfuerzos en el “business”, en el objeto de la organización o sea en el corazón de esta, 
para obtener una mayor competitividad. Para ello es necesario encomendar a un 
tercero las tareas periféricas, como pueden ser el manejo de stock, transporte, 
almacenaje, procesamiento de datos, etc. (Viega, 2011, p.2).   
Como lo indican Esparragoza, Sánchez & Martínez (2014) la contratación de diversos 
servicios en las entidades públicas por medio de la figura de outsourcing ha abierto la 
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puerta a que se genere una discusión sobre la contratación de servicios personales mediante 
ordenes de Prestación de Servicios y la subcontratación de grupos de personas que trabajan 
durante largos períodos en las entidades públicas en forma indirecta contratadas a través de 
empresas intermediarias especializadas en proveer servicios de tipo operacional a través de 
Outsourcing.  
Estas figuras tienen en común que se consideran instrumentos por medio de los cuales se 
vinculan personas naturales para desarrollar actividades relacionadas con la administración 
o funcionamiento de la entidad, y estas no puedan realizarse con personal de planta o 
requieran conocimientos especializados (Cardozo, 2013)  
Las entidades públicas de nivel nacional, departamental y municipal en Colombia utilizan 
con frecuencia los contratos de outsourcing para temas relacionados con los servicios 
generales, la seguridad, el mantenimiento de equipos o bienes, entre otros, lo anterior para 
garantizar la eficiencia dentro de la entidad 
Al respecto, se expresa lo siguiente: 
Colombia se considera un país exitoso en el área de la tercerización porque se 
fundamenta en: la mano de obra de colombianos de empuje y dedicación que hacen 
posible un servicio exitoso. La infraestructura basada en alta tecnología, el idioma 
hispano que coge cada vez mayor fuerza, un sistema educativo sólido que permite 
tener culturalmente un pueblo desarrollado y el apoyo gubernamental con el que ha 
contado el sistema. Empresas de software, operadores de call y contact centers, 
empresas de tecnología de la información y demás empresas que operan en 
Colombia generan más de 120.000 empleos, ayudando a superar la crisis del 
desempleo y fomentan el teletrabajo como una nueva manera de trabajar y ganar sin 
descuidar la familia (Rodríguez, 2016, p.1).    
Lo anterior, logra evidenciar el amplio crecimiento que ha tenido la figura de la 
contratación a través de la figura de outsourcing en Colombia tanto en el sector público 
como en el sector privado, siendo en la actualidad un mercado importante para las empresas 
que se dedican a este tipo de actividad.  
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Ahora bien, es necesario destacar que en este tipo de contrato existe una subcontratación de 
una entidad u organización a otra que realizara unas tareas específicas, dicha 
externalización de labores tiene como finalidad que ciertas actividades sean realizadas por 
empresas especializadas en la función que se va a externalizar. Sin embargo, en el caso de 
las entidades públicas, esta figura representa una falta de transparencia en el sector público, 
ya que le restan oportunidades laborales a un gran sector de la población (Torres, 2016).  
Como lo expresa Blandón (2018) el principal objetivo de las organizaciones al contratar 
servicios a través de outsourcing es mejorar los costos en los que se incurren con las 
contrataciones directas, y mejorar la eficacia y la eficiencia en las diversas actividades y de 
esta manera obtener ventajas en el alcance de los objetivos estratégicos.  
Al respecto Duque, González & García (2014) han expresado lo siguiente: 
El outsourcing como una estrategia de gestión influye en variables organizaciones 
como la competitividad y el clima organizacional de la empresa contratante, por lo 
cual las relaciones que se establecen deben garantizar el menor impacto negativo en 
las actividades estratégicas de las organizaciones (p.17).  
La externalización de funciones es un aspecto que debe ser analizado cuidadosamente en el 
marco de las organizaciones que deciden realizar este tipo de contratación, ya que esto 
representa un alto impacto en la continuidad de los proyectos. Lo anterior, logra 
evidenciarse con mayor relevancia en el sector público, ya que, debido a las reglas de los 
procesos de contratación, es probable que varié con frecuencia la empresa que presta estos 
servicios, lo que incide en la continuidad de los proyectos y la prestación de los servicios. 
Sin embargo, es innegable que la externalización de funciones representa también una 
herramienta de gestión empresarial importante, ya que permite una eficiencia 
administrativa dentro de las organizaciones, que las hace más competitivas, y les permite 
desligarse del control y ejercicio de ciertas actividades.  
Al respecto, se ha expresado lo siguiente: 
Los controles a la tercerización deben ser drásticos cuando esta se usa para no 
cumplir con los derechos laborales. Sin embargo, el combate a la tercerización puede 
ir demasiado lejos cuando no surge de la defensa de los derechos de los trabajadores 
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y sí afecta la eficiencia administrativa a través de una regulación basada en conceptos 
difíciles de definir que termina desincentivando la contratación de personal y de 
servicios de terceros más eficientes por parte de los empresarios (Fedesarrollo, 2017, 
p.7).  
En el caso de las entidades públicas colombianas se utiliza la contratación de outsourcing 
para la realización de actividades operativas como la operación contable o las tecnologías 
de la información (Molina, 2006). No obstante, lo anterior, ha sido blanco de críticas por 
considerar que esta figura tiene efectos negativos en el mercado laboral, ya que genera de 
una u otra manera tercerización laboral, que trae como consecuencia la exclusión de una 
verdadera relación laboral de carácter pública con los trabajadores. 
2. Intermediación, Tercerización Laboral y Outsourcing 
Los conceptos de intermediación, tercerización laboral y outsourcing tienen notables 
diferencias que deben analizarse en el presente artículo de investigación con el fin de 
determinar de manera precisa las diferencias que existen entre los mismos y de esta manera 
comprender el tratamiento que la legislación interna le ha dado a cada uno de estos 
fenómenos en el ámbito laboral.  
Lo anterior es fundamental, teniendo en cuenta que estas figuras se han utilizado de manera 
frecuente para encubrir verdaderas relaciones laborales, entre particulares y trabajadores, o 
en ocasiones entre entidades públicas y trabajadores, lo que genera un verdadero detrimento 
de los derechos laborales de los empleados en Colombia y van en desmedro de su bienestar 
(Almario, 2016).  
La intermediación laboral se define por Prieto (2008) de la siguiente manera: 
La intermediación laboral está compuesta por entidades y procedimientos que 
facilitan la interacción entre trabajadores y empresas, con el objeto de proveer 
información sobre las características de los vacantes disponibles y la heterogeneidad 
de los trabajadores. Regulan el emparejamiento entre trabajadores y empleos 
garantizando una mayor productividad y un mejor nivel de ingresos para las firmas y 
los trabajadores, respectivamente (p.42).  
En Colombia, este fenómeno se ha incrementado con las cooperativas de trabajo asociado, 
que son cada vez más comunes, sin embargo, existen serias dudas acerca de si han acatado 
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la prohibición sobre la intermediación laboral que se dispuso, en el Decreto 4588 del 2006, 
la Ley 1233 del 2008 y la Ley 1429, o si por el contrario siguen realizando esta acción.  
Respecto de la intermediación laboral, el Consejo de Estado (2017) ha indicado lo 
siguiente: 
La intermediación laboral tiene como fin la prestación de servicios personales por 
parte de trabajadores de un contratista y a favor, directamente, de un contratante. Se 
trata, por lo tanto, del envío de trabajadores en misión para prestar servicios a 
empresas o instituciones. En Colombia es una actividad propia de la Empresas de 
Servicios Temporales y puede ser gratuita u onerosa, aunque siempre será gratuita 
para el trabajador; y se encuentra prohibida su prestación por parte de Cooperativas y 
Precooperativas, al igual que para Empresas Asociativas de Trabajo y los Fondos 
Mutuales o similares. Por otro lado, se encuentra la tercerización laboral, la cual no 
ha sido definida expresamente por la legislación colombiana, excepto en la norma 
parcialmente demandada y objeto de estudio de esta providencia. Empero, la doctrina 
ha definido esta figura como la subcontratación de producción de bienes o de 
prestación de servicios. (Consejo de Estado, Sentencia 00485 de 2017).  
Ahora bien, respecto de la tercerización laboral, que se trata de “la delegación de 
responsabilidades y compromisos que no constituyen la columna vertebral del negocio, con 
el objeto de que un tercero desarrolle las actividades delegadas por su cuenta y costo, a 
cambio de una retribución” (Polo, Zeitoune, Lisboa & Vásquez, 2017, p.152).  
Así entonces, se entiende como la tercerización el fenómeno mediante el cual se 
desnaturaliza el empleo, y se subcontrata a una persona para realizar un pago menor al 
trabajador. Por esta razón, la tercerización laboral resulta un fenómeno que produce efectos 
negativos en el sector laboral, teniendo en cuenta que las empresas que celebran los 
contratos de outsourcing con entidades públicas y privadas tratan de maximizar sus 
utilidades y por lo tanto desmejoran las condiciones económicas del trabajador.  
Ahora bien, en la jurisprudencia de la Corte Constitucional (2014): 
Así mismo, es acorde con la jurisprudencia de la Corporación que ha considerado que 
los procesos de tercerización son ajustados a la Norma Superior, siempre y cuando no 
se utilicen como herramientas para disfrazar una verdadera relación laboral. Por el 
contrario, el legislador, a través del artículo 34 del Código Sustantivo, ha propendido 
por poner freno a estos abusos, poniendo en cabeza del beneficiario de la obra el pago 
de los salarios y prestaciones, cuando se presume que está utilizando al contratista 
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independiente para ocultar una relación de subordinación con sus trabajadores. Esto 
ocurre cuando contrata la prestación de servicios de su objeto propio o funciones 
afines al mismo. (Corte Constitucional, Sentencia C-543 de 2014).  
Como se puede observar se ha expresado en el ordenamiento jurídico colombiano que la 
intermediación y la tercerización laboral se encuentran prohibidas en cuanto estas figuras se 
utilicen para desmejorar las condiciones laborales de los empleados y ocultar contratos de 
trabajo, en este aspecto es necesario realizar una crítica a la contratación por medio de 
outsourcing mediante la cual se externalizan las funciones y a las ordenes por prestación de 
servicios que terminan ocultando una relación laboral verdadera (Aranibar, 2010).  
Asi mismo, es claro que en el momento en que se observe vulneración de los derechos del 
trabajador, el mismo podrá buscar los mecanismos adecuados para solicitar el 
reconocimiento de sus derechos fundamentales a las condiciones de vida digna y al mínimo 
vital.  
Por último, el contrato de outsourcing en Colombia como lo indica Triana (2015) “es la 
modalidad por medio de la cual una empresa contrata y delega la gerencia, así como la 
operación de ciertas actividades, que no forman parte de sus habilidades principales, a 
empresas (outsourcers) altamente especializadas” (p.50). Así entonces, esta figura dista de 
la intermediación y la tercerización laboral, teniendo en cuenta que se habla de la 
contratación de una empresa especializada para el cumplimiento de una función.  
De estas, tres figuras han nacido precisamente unas corporaciones como las cooperativas de 
trabajo asociado o las empresas de servicios temporales, que son ampliamente diferentes a 
las empresas que realizan contratos de outsourcing con entidades estatales, lo que se entrara 
a tratar en detalle a continuación.  
2.1 Cooperativas de trabajo asociado: 
Las Cooperativas de trabajo asociado se definen en el artículo 1 del Decreto 468 de 1990 
como “empresas asociativas sin ánimo de lucro, que vinculan el trabajo personal de sus 
asociados y sus aportes económicos para la producción de bienes, ejecución de obras o la 
prestación de servicios en forma autogestionaria”. 
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Ahora bien, el concepto de lo anterior ha variado con el transcurso de los años debido a 
maniobras fraudulentas que han realizado este tipo de corporaciones, lo que ha hecho que 
dichas cooperativas de trabajo asociado se conviertan en organizaciones de tercerización 
laboral que desfigura la relación laboral de los empleados con sus empleadores, y 
disminuye de manera notable las garantías para los primeros, y resultan siendo 
corporaciones de subcontratación (Horta, 2017).  
Las cooperativas de trabajo asociado se convirtieron en una fachada para encubrir empresas 
de tercerización laboral, por lo cual mediante el Decreto 4588 de 2006 y la Ley 1233 de 
2008 prohíbe a las Cooperativas de Trabajo Asociado actuar como organizaciones de 
intermediación laboral, así mismo hace referencia a que no pueden suministrar mano de 
obra temporal a terceros.  
Respecto de estas organizaciones solidarias la Corte Constitucional (2017) ha indicado lo 
siguiente: 
A pesar de lo anterior, esta misma Corte ha reconocido que si bien las cooperativas de 
trabajo asociado cuentan con autonomía requerida para auto-regularse, también 
cuentan con la obligación de respetar los principios legales y constitucionales que 
permean la totalidad del ordenamiento jurídico. Motivo por el cual, con su 
funcionamiento, no pueden llegar a contravenir la naturaleza misma del modelo 
asociativo que los une, a efectos de eludir subrepticiamente relaciones laborales. Al 
respecto, la Ley 1233 de 2008, en su artículo 7, numeral 3 dispuso una prohibición 
expresa al respecto, e incluso fijó el desarrollo de prácticas de intermediación laboral, 
u outsourcing, como una infracción que puede llevar a la: (i) liquidación de la 
cooperativa, (ii) pérdida de su personería jurídica y (iii) declaración de 
responsabilidad solidaria respecto de las obligaciones laborales que surjan entre el 
trabajador presuntamente cooperado y su real empleador (Corte Constitucional, 
Sentencia T-442 de 2017).  
Una figura diferente, son las empresas de servicios temporales que se analizaran a 
continuación. 
2.2 Empresas de servicios temporales: 
Las empresas de servicios temporales se encuentra definida en el artículo 2 del Decreto 
4369 de 2006 como “aquella que contrata la prestación de servicios con terceros 
beneficiarios para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus actividades, mediante la 
12 
 
labor desarrollada por personas naturales contratados directamente por la empresa de 
servicios temporales”. 
Estas organizaciones, han representado una seria problemática en el ámbito laboral para los 
empleados, ya que se realiza una subcontratación donde en muchas ocasiones se priva al 
empleado de garantías y prestaciones sociales, lo que constituye una de las grandes 
debilidades de este tipo de organizaciones que inicialmente fue creada para la prestación de 
un servicio temporal ante una situación concreta (Blanco, 2007).  
Debe resaltarse que si bien las empresas de servicios temporales agilizan los procesos para 
las empresas de consecución de sus empleados y les permiten tener un área de gestión 
humana más reducida. No obstante, en muchas ocasiones la intermediación que se presenta 
genera desmejoras en las condiciones laborales del trabajador.  
Al respecto, se ha indicado por parte de la Corte Constitucional (2015) lo siguiente: 
Los contratos celebrados entre el trabajador, la empresa de servicios temporales y la 
empresa usuaria, pues como se dijo, los mismos fueron concebidos a fin de ser 
desarrollados de manera temporal, conforme a lo prescrito por el artículo 77 de la Ley 
50 de 1990, en donde se precisó que los usuarios de las empresas de servicios 
temporales solo podrán contratar con estas en los siguientes casos: (i) cuando se trate 
de las labores ocasionales, accidentales o transitorias a que se refiere el artículo 6 del 
Código Sustantivo del Trabajo; (ii) cuando se requiere reemplazar personal en 
vacaciones, en uso de licencia, en incapacidad por enfermedad o maternidad, y (iii) 
para atender incrementos en la producción, el transporte, las ventas de productos o 
mercancías, los períodos estacionales de cosechas y en la prestación de servicios, por 
un término de seis (6) meses prorrogable hasta por seis (6) meses más.  De forma tal 
que se brinde protección a los trabajadores, para que las empresas no abusen de la 
posibilidad de contratar trabajadores temporales, haciendo a un lado los permanentes 
(Corte Constitucional, Sentencia T-503 de 2015, Exp. expediente T-4838844.). 
Puede observarse entonces que existe una clara finalidad para las empresas de servicios 
temporales y la misma no puede exceder ciertos requisitos, ya que estaría desfigurando la 
naturaleza del empleo, es necesario advertir que las entidades estatales externalizan sus 
funciones en su mayoría a través del contrato de outsourcing teniendo en cuenta las reglas 
de acceso al servicio público. No obstante, en el sector privado es común encontrar 
empresas que recurren a las cooperativas de trabajo asociado y las empresas de servicios 
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temporales para contratar personal, lo que termina siendo una verdadera tercerización 
laboral (Toyama, 2008).  
En este aspecto, Toyama (2008) ha señalado lo siguiente: 
Las empresas están vaciando su contenido y cambiando de “sitio”; y las relaciones 
laborales se han transformado. El trabajador red, la empresa unipersonal bajo un 
outsourcing, las relaciones internacionales de trabajo en empresas tercerizadas y en la 
provisión de mano de obra son hechos que se multiplican mientras el Derecho 
Laboral está ausente, contemplando (p.103).  
La globalización y la situación de competitividad que en este momento exige el mercado 
empresarial, lleva a las organizaciones a buscar alternativas mediante las cuales puedan 
desarrollar funciones operativas en el marco del objeto social de la empresa. En esta 
medida el contrato a través de la figura de outsourcing permite aliviar la carga prestacional 
y además le permite desligarse un poco de la supervisión de la función, que debe ser 
ejercida por el contratista.  
Sobre la contratación a través de las empresas de servicios temporales, la sala laboral de la 
Corte Suprema de Justicia ha hecho énfasis en lo siguiente: 
Así, el contrato comercial celebrado entre la empresa usuaria y la Empresas de 
Servicios Temporales debe observar, reconducirse y explicarse en función de estas 
tres posibilidades de provisión de servicios temporales, lo cual significa que el uso de 
esta figura para vincular personal en misión en el marco de un proceso que no encaje 
en estas causales o que desborde los límites en ella previstos, socava su legalidad y 
legitimidad, y hace desaparecer el sustento  que justifica la presencia de los 
trabajadores en misión en la empresa beneficiaria. Por ello, ante la falta de un 
referente contractual válido, la Empresas de Servicios Temporales pasa a ser un 
simple intermediario en la contratación laboral, que no confiesa su calidad de tal 
(ficto o falso empleador), y la empresa usuaria adquiere la calidad de verdadero 
empleador (Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, Sentencia SL3520 de 2018).  
Así entonces, la gran diferencia de la intermediación y la tercerización laboral con la 
contratación a través de outsourcing es precisamente que en el último caso se busca una 
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empresa u organización especializada en un ámbito específico para que desarrolle ciertas 
funciones que requieren una amplia experiencia y técnica (Moncada & Monsalvo, 2000).  
3. Jurisprudencia del Consejo de Estado frente a los Contratos de Outsourcing 
En diversas ocasiones el Consejo de Estado ha hecho referencia al contrato de outsourcing 
debido a los cuestionamientos que presenta el mismo en el sector público, al considerar que 
se está privando a los ciudadanos de acceder al servicio público externalizando ciertas 
funciones de las entidades públicas que no deben considerarse como operativas o anexas a 
la función pública. 
Se abordarán a continuación los pronunciamientos más relevantes, buscando analizar los 
argumentos que esta corporación ha esgrimido frente a los contratos de outsourcing. 
3.1 Consejo de Estado, Secc. Segunda, Exp. 1482-2011, feb. 19/18, C. P. Carmelo 
Perdomo Cuéter: 
Estudia esta sentencia una acción de nulidad simple interpuesta por un grupo de ciudadanos 
frente a las disposiciones contenidas en los artículos 1, 2, 4, 5, 9 y 10 del Decreto 2025 de 8 
de junio de 2011, por el cual se reglamentó parcialmente la Ley 1233 de 2008
3
 y el artículo 
63
4
 de la Ley 1429 de 2010
5
.  
                                                          
3
 Por medio de la cual se precisan los elementos estructurales de las contribuciones a la seguridad social, se 
crean las contribuciones especiales a cargo de las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado, con 
destino al Servicio Nacional de Aprendizaje, Sena, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, y a 
las Cajas de Compensación Familiar, se fortalece el control concurrente y se dictan otras disposiciones. 
4
 CONTRATACIÓN DE PERSONAL A TRAVÉS DE COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO. El 
personal requerido en toda institución y/o empresa pública y/o privada para el desarrollo de las actividades 
misionales permanentes no podrá estar vinculado a través de Cooperativas de Servicio de Trabajo Asociado 
que hagan intermediación laboral o bajo ninguna otra modalidad de vinculación que afecte los derechos 
constitucionales, legales y prestacionales consagrados en las normas laborales vigentes. Sin perjuicio de los 
derechos mínimos irrenunciables previstos en el artículo tercero de la Ley 1233 de 2008, las Precooperativas 
y Cooperativas de Trabajo Asociado, cuando en casos excepcionales previstos por la ley tengan trabajadores, 
retribuirán a estos y a los trabajadores asociados por las labores realizadas, de conformidad con lo establecido 
en el Código Sustantivo del Trabajo. El Ministerio de la Protección Social a través de las Direcciones 
Territoriales, impondrá multas hasta de cinco mil (5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, a las 
instituciones públicas y/o empresas privadas que no cumplan con las disposiciones descritas. Serán objeto de 
disolución y liquidación las Precooperativas y Cooperativas que incurran en falta al incumplir lo establecido 
en la presente ley. El Servidor Público que contrate con Cooperativas de Trabajo Asociado que hagan 
intermediación laboral para el desarrollo de actividades misionales permanentes incurrirá en falta grave. 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. Esta disposición entrará en vigencia a partir del primero (1o) de julio de 
2013. 
5
 Por la cual se expide la Ley de Formalización y Generación de Empleo. 
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En esta sentencia se hace una importante referencia sobre la contratación de entidades 
públicas y privadas a través de cooperativas de trabajo asociado. Como se expresa a 
continuación: 
La prohibición de contratación de las cooperativas de trabajo asociado para 
actividades o proceso misionales permanentes (en instituciones o empresas públicas 
y/o privadas), se limita, conforme lo precisa el primer inciso del artículo 63 de la Ley 
1429 de 2010, a actividades de intermediación laboral o bajo otra modalidad que 
afecte los derechos laborales vigentes. Sin embargo, estima la Sala que la prohibición 
total de contratación, contenida en el artículo 2 del Decreto 2025 de 2011, sí afecta la 
actividad lícita o la libertad de contratación de los asociados a la precooperativas y 
cooperativas de trabajo asociado dentro de sus posibilidades legales, pues lo que 
protege el artículo 63 de la Ley 1429 de 2010 es que no se incurra en la utilización de 
ese mecanismo cooperativo para disfrazar la intermediación laboral y, con ello, se 
vulneren los derechos constitucionales, legales y prestacionales consagrados en las 
normas laborales vigentes (Consejo de Estado,  Sentencia Exp. 1482-2011 de 2018).  
Así entonces, es claro que existe una prohibición frente a la contratación de empleados 
mediante cooperativas de trabajo asociado o empresas de servicios temporales cuando estos 
estén encaminados a encubrir una relación laboral, por lo tanto, mientras estás 
contrataciones se realicen dentro de los parámetros legales no podrán considerarse como 
ilícitas. Este pronunciamiento podría aplicarse de manera plena a los casos de contratación 
a través de outsourcing en las entidades públicas, teniendo en cuenta que estas se realizan 
con la finalidad de buscar un servicio especializado en determinada materia y no buscan 
sustituir servidores públicos.  
Dentro de este contexto es plausible traer a colación lo expuesto por Cobo (2017) frente a la 
correcta utilización de la figura de tercerización laboral: 
La tercerización de actividades misionales en Colombia es posible siempre y cuando 
el proceso o servicio tercerizado sea realizado con autonomía técnica y administrativa 
por parte del contratista y no se afecten los derechos consagrados en las normas a 
favor de los trabajadores. Estos dos factores, autonomía técnica y administrativa por 
parte del proveedor prestador el servicio y dar cumplimiento a los derechos de los 
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trabajadores, son fundamentales para poder contar con una operación que controla y 
mitiga los riesgos ante una eventual supervisión de los entes de control (p.25).  
Sin embargo, en los casos en lo que se observe que dentro de la tercerización laboral se 
están vulnerando los derechos del trabajador, las autoridades competentes deben en razón a 
la facultad de inspección, vigilancia y control sancionar este tipo de prácticas, y ordenar la 
protección inmediata de los derechos del trabajador.  
 
 
3.2 Consejo de Estado, Sección Segunda, Sentencia 11001032500020160048500 
(22182016), Jul. 06/17. C.P: Sandra Lisset Ibarra Vélez: 
Esta sentencia estudia la nulidad de los numerales 4º y 6º del artículo 2.2.3.2.1 del Decreto 
Reglamentario 1072 de 2015
6
, el cual fue adicionado por el artículo 1º del Decreto 
Reglamentario 583 de 2016
7
. Estos artículos contenían las definiciones que debían tenerse 
en cuenta para efectos de la aplicación de las normas laborales vigentes en los procesos 
administrativos de inspección, vigilancia y control de todas las modalidades de vinculación 
diferentes a la contratación directa del trabajador por parte del beneficiario. 
Esto se dio debido a que los accionantes consideraron que el Ministerio de Trabajo realizó 
un ejercicio desbordado de la potestad reglamentaria, al incluir definiciones taxativas para 
el tema de tercerización e intermediación laboral.  
En el análisis, la Magistrada ponente hace énfasis en lo siguiente: 
La lectura de las normas trascritas revela, entre otras que, en efecto, tal como lo 
menciona la parte demandante, las empresas de servicios temporales pueden contratar 
la prestación de servicios con terceros para colaborar temporalmente en el desarrollo 
de sus actividades misionales, en los casos puntualmente precisados en dicha 
normativa. Ahora bien, revisado el enunciado normativo demandado, en él se 
                                                          
6
 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo.  
7
 Por el cual se adiciona al título 3 de la parte 2 del libro 2 del Decreto 1072 de 2015, Decreto Único 
Reglamentario del Sector Trabajo, un capítulo 2 que reglamenta el artículo 63 de la Ley 1429 de 2010 y el 
artículo 74 de la Ley 1753 de 2015. 
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establece la prohibición de contratar personal, a través de las empresas de servicios 
temporales, para ejecutar de manera permanente actividades misionales del 
beneficiario (Consejo de Estado, Sentencia Exp. 20160048500 de 2017).  
Las demandas interpuestas ante las anteriores disposiciones que regulan de manera integral 
el tema de la intermediación y tercerización laboral realizada por las cooperativas de 
trabajo asociado y las empresas de servicios temporales buscaron evidenciar las falencias 
en materia regulatoria que existe sobre el tema 
En este contexto, como lo indica la Escuela Nacional Sindical (2017) la decisión del 
Consejo de Estado se traduce en lo siguiente: 
Con esta decisión de nulidad, se ratifica que las Empresas de Servicios Temporales –
EST– son las únicas autorizadas para hacer intermediación laboral, entendida como el 
envío de trabajadores en misión para ejecutar servicios misionales temporales en la 
actividad del tercero que contrata; decisión que permite corroborar lo expuesto por la 
asociación frente a todas las autoridades, tanto públicas como privadas, cuando se 
menciona la exclusividad de las EST para enviar trabajadores a terceros (p.26).  
Lo sucedido en la anterior providencia, corresponde a la deficiencia del legislador para 
definir de manera concreta los conceptos de tercerización e intermediación laboral, 
competencia que ejerció el Ministerio de Trabajo desbordando las facultades reglamentarias 
que tenía respecto la ley. En ese sentido, es preciso realizar una crítica respecto de la falta 
de normatividad que rodea esta materia que es la que ha permitido que se sigan 
proliferando las actuaciones de las cooperativas de trabajo asociado y empresas de servicios 
temporales que ocultan las relaciones laborales verdaderas con otras empresas, y vulneran 
de manera flagrante los derechos del trabajador.  
Dentro de este contexto, en el análisis que Fedesarrollo (2017) realiza del mercado laboral, 
explica lo siguiente: 
Colombia requiere de la tercerización laboral para continuar la senda de disminución 
del desempleo y mejorar su competitividad a nivel internacional. No parece razonable 
prohibir que se tercericen las actividades misionales sin que ese concepto sea definido 
con plena claridad. La prohibición a toda costa de la tercerización laboral podría tener 
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impactos perversos en la medida en que una regulación muy estricta al respecto 
puede dar paso a mayores niveles de desempleo o a nuevas modalidades de 
contratación indirecta de carácter informal, sobre las que puede ser incluso más difícil 
ejercer supervisión (p.8).  
No obstante, el fallo que decreta la nulidad parcial del artículo 2.2.3.2.1. Del Decreto Único 
Reglamentario del Sector Trabajo 1072/15 adicionado por el Decreto 583 del 2016 incide 
de manera directa los efectos de la aplicación de las normas laborales vigentes en los 
procesos administrativos de inspección, vigilancia y control de todas las modalidades de 
vinculación diferentes a la contratación directa del trabajador por parte del beneficiario. Así 
entonces, el sustento jurídico para la aplicación de dichos procesos no existe en el 
ordenamiento jurídico en la actualidad, lo que representa una seria dificultad para su 
aplicación.  
Conclusiones 
La investigación realizada dentro del presente documento permite arrojar las siguientes 
conclusiones en relación con la pregunta de investigación planteada: 
Si es posible que las entidades públicas realicen contratos de externalización de funciones a 
través de la figura de outsourcing, teniendo en cuenta que dichas funciones se consideran 
netamente operativas. No obstante, en cuanto a la tercerización e intermediación de 
funciones las mismas no se utilizan en el marco de la función pública actualmente, teniendo 
en cuenta que el acceso a la función pública se encuentra reglado y la contratación que se 
ejerce debe darse en el marco de la Ley 80 de 1993, por lo que no hay lugar a la utilización 
de las figuras de intermediación y tercerización.  
En el sector público la contratación de personal a través de los denominados outsourcing es 
una figura que se presenta de manera común, no obstante es necesario hacer claridad en que 
esto genera una serie de desventajas, sobretodo en el mercado laboral del sector público, 
que de una u otra manera realiza una subcontratación dentro de las entidades públicas y 
resta oportunidades a los ciudadanos de acceder al empleo público, justificando lo anterior 
en la externalización de funciones operativas, cuando es evidente que dichas funciones 
resultan indispensables para el correcto ejercicio de la función pública.  
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Ahora bien, es necesario que en Colombia el legislador de manera concreta establezca 
reglas sobre los aspectos de intermediación y tercerización laboral y que se fortalezca la 
inspección, vigilancia y control de las cooperativas de trabajo asociado y empresas de 
servicios temporales, teniendo en cuenta que en la actualidad existe un vacío jurídico ante 
la nulidad decretada por el Consejo de Estado del artículo que contenía las definiciones 
para los procedimientos administrativos de inspección, vigilancia y control.  
Ahora bien, respecto de la contratación por outsourcing es viable que el Gobierno busque 
fortalecer las entidades que realizan los procesos de vinculación al empleo público como lo 
es la Comisión Nacional del Servicio Civil, con el fin de que se implemente la carrera 
administrativa para suplir los cargos que en la actualidad están siendo ocupados a través de 
la vinculación a través de empresas de outsourcing, lo anterior teniendo en cuenta que esto 
establece una serie de oportunidades laborales para todos los ciudadanos en igualdad de 
condiciones y garantiza los derechos laborales y prestacionales de los mismos.  
Es necesario entonces, analizar con detenimiento las funciones que en la actualidad se están 
externalizando en el sector público con el fin de dar un equilibrio a esta figura y al acceso a 
la carrera administrativa, lo anterior teniendo en cuenta que varios de los empleos que se 
externalizan a través de los outsourcing son de nivel asistencial y podrían integrarse al 
empleo público para mejorar las condiciones laborales estas personas.   
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